
El expresidente de Filipinas, Rodrigo
Duterte, viajó ayer a La Haya después
de haber sido detenido en el aeropuerto
de Manila por una orden de la Corte Pe-
nal Internacional (CPI), que lo acusa de
“crimen contra la humanidad por asesi-
nato” durante la guerra contra el narco-
tráfico que lanzó durante su gobierno
(2016-2022). Su detención y traslado aé-
reo fueron confirmados por el actual jefe
de Estado, Ferdinand Marcos.

Las organizaciones de derechos hu-
manos que lo acusan estiman que esa
campaña se cobró la vida de decenas de
miles de personas, en su mayoría hom-
bres pobres, a menudo sin pruebas de su

vínculo con el narcotráfico.
Una vez en La Haya, Duterte, de 79

años, tiene que ser transferido a la sede
de la CPI, que abrió una investigación
sobre esta campaña que inició en 2016.

Tras el despegue del avión en Manila,
la CPI confirmó haber emitido una or-
den de arresto. “Una vez que el sospe-
choso está bajo custodia de la CPI, se
programa una audiencia de compare-
cencia inicial”, declaró Fadi Abdullah,
portavoz de la corte.

El expresidente pide
explicaciones

Duterte exigió conocer el fundamen-
to de su arresto, en un video publicado

en la cuenta de Instagram de su hija me-
nor, Verónica. 

“¿Cuál es la ley y cuál el crimen que
cometí? Muéstrenme el fundamento
legal por el cual estoy aquí”, declaró
el exmandatario en el video. “Me tra-
jeron aquí no por mi voluntad, sino
por la de otro (...) Tienen que respon-
der por la privación de libertad”,
agregó Duterte.

No se reveló el lugar donde se grabó
el video, aunque su partido divulgó una
foto que indica que estaba detenido en la
Base Aérea Villamor, contigua al aero-
puerto de Manila.

Duterte viajó acompañado por su ex-
secretario Salvador Medialdea, un en-
fermero y un asistente, según publicó el

medio filipino Rappler.
Por su parte la vicepresidenta filipina e

hija del expresidente, Sara Duterte, con-
firmó que el plan era trasladarlo rápida-
mente: “Mientras escribo esto, está sien-
do llevado a la fuerza a La Haya esta no-
che. Esto no es justicia, esto es opresión y
persecución”, dijo en un comunicado.

Duterte fue detenido en el aeropuer-
to de la capital tras un breve viaje a
Hong Kong.

Hablando el domingo a miles de tra-

bajadores filipinos en Hong Kong, el ex-
presidente condenó el proceso en su
contra y calificó a los investigadores de
la CPI como “hijos de pu...”, aunque di-
jo que “aceptaría” la detención.

Filipinas abandonó la CPI en 2019
por orden de Duterte, pero el tribunal
mantuvo la jurisdicción sobre el caso de
las matanzas, así como otro caso de ase-
sinatos en la ciudad de Davao cuando
Duterte era el alcalde, tres años antes de
ser presidente.

Expresidente filipino: 

Trasladan a La Haya a Rodrigo
Duterte, detenido en Manila por
crímenes contra la humanidad
El exgobernante enfrenta un cargo de la CPI por su campaña contra el narcotráfico. 
FRANCE PRESSE Y EFE

DUTERTE (sentado, al centro de la foto) y su familia reclaman que el expresidente es víctima
de una persecución. En la foto, a su llegada a Filipinas, en la base aérea Villamor, en la zona
metropolitana de Manila. 
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La Comisión Europea ya está
desarrollando los centros de de-
tención de deportación fuera de la
Unión Europea (UE) para inmi-
grantes en situación irregular,
una medida muy similar e inspi-
rada en los hubs de la Primera Mi-
nistra de Italia, Giorgia Meloni.
Bruselas presentó ayer su nueva
directiva de retorno, y el texto es
muy claro.

“Esta propuesta introduce la
posibilidad legal de devolver a un
tercer país a personas que se en-
cuentren ilegalmente en la UE y
hayan recibido una decisión defi-
nitiva de retorno, sobre la base de
un acuerdo o convenio celebrado
bilateralmente o a nivel de la UE”,
dice el documento.

El proyecto apunta asimismo
que “los Estados miembros han

pedido soluciones innovadoras
para la gestión de la migración”,
en referencia a la petición que
efectivamente la inmensa mayo-
ría de gobiernos —naciones con
Ejecutivos tan dispares como Di-
namarca, Países Bajos, Polonia o
Grecia— trasladaron a la presi-
denta de la Comisión Europea,
Ursula von der Leyen. 

Es más, incluso el Canciller ale-
mán saliente, el socialdemócrata
Olaf Scholz, se mostró favorable a
aplicar un mayor control sobre la
inmigración. Y su reemplazo, el
democratacristiano Friedrich
Merz, fue claro durante la campa-
ña electoral al manifestar su inten-
ción de ser más restrictivo en este
aspecto. El cambio en Europa es
evidente, y el documento presen-
tado en Bruselas intenta respon-
der a esta nueva realidad.

El texto apunta que “quedan
excluidas las familias con meno-
res y los menores no acompaña-
dos” de estas deportaciones, y
contempla detención de los inmi-
grantes que no colaboren. “Con
este nuevo sistema europeo de re-
tornos, garantizaremos que quie-

nes no tengan el derecho de per-
manecer en la UE sean enviados
de regreso efectivamente”, expli-
có el comisario de Interior y Mi-
gración, Magnus Brunner. Un
ejemplo: se propone elevar hasta
los diez años el tiempo en que un
migrante deportado de forma for-
zosa tendrá prohibida la entrada
de nuevo en la UE.

Una orden comunitaria
de retorno

Los responsables comunita-
rios trataron de marcar diferen-
cias respecto al modelo que Me-
loni negoció con Albania. Según
la vicepresidenta de Seguridad y
Democracia, Henna Virkkunen,
se aplicarán solo a “personas que
están de manera ilegal en la
Unión”. “Son completamente
distintos”, incidió Brunner,
quien reiteró que el modelo euro-
peo solo está pensado para casos
en los que hay una “decisión final
sobre su retorno”. Pero la reali-
dad es que en Bruselas se consi-
dera que las similitudes con el
modelo italiano son innegables.

La directiva contempla que, en
principio, sea cada país miembro
el que ponga en marcha su res-
pectivo centro y que alcance
acuerdos bilaterales con otros Es-
tados que no formen parte de la
Unión Europeo. Y también se re-
coge la creación de una Orden
Europea de Retorno, lo que per-
mitirá avanzar hacia una suerte
de base de datos común de de-
portaciones. Esto es, que si un in-
migrante tiene una orden, por
ejemplo, en Alemania y es dete-
nido en Portugal, las autoridades
portugueses tengan conocimien-
to de esa circunstancia y actúen
en consecuencia.

“Ahora corresponde al Parla-
mento Europeo y al Consejo lle-
gar a un acuerdo sobre la pro-
puesta. La Comisión apoyará a los
colegisladores para avanzar en las
negociaciones de este proyecto de
Reglamento”, incluye Bruselas en
el texto, dado que ahora serán las
otras dos instituciones las que
tengan que apuntar su propuesta.
Pero el punto de partida es muy
claro y cercano a las posiciones
más restrictivas en inmigración.

Estricta propuesta sobre migración irregular:

La UE imita los “centros Meloni” de deportación 
La UE presentó su
nueva directiva de
retorno, que propone
“devolver a un tercer
país” a personas que
estén ilegalmente en
el bloque. 

DANIEL VIAÑA | EL MUNDO
Desde Bruselas

MELONI ACORDÓ con Albania instalar ahí centros para enviar a los migran-
tes que estén de forma ilegal en Italia. 
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LOS EXPERTOS dicen que la criminalidad ha ido en aumento: desde 2017 a 2024 el número anual de homicidios se triplicó. 
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El aumento de los homici-
dios, el sicariato y la
proliferación de casos
de extorsiones a manos

de grupos criminales han llevado
a su peor nivel la crisis de seguri-
dad que atraviesa hace años Perú:
más del 60% de los peruanos re-
conocen el crimen y la violencia el
principal problema del país, se-
gún un sondeo sobre preocupa-
ciones globales de Ipsos, coinci-
dente con encuestas locales. La si-
tuación empeora cuando se pre-
gunta por el trabajo de las
instituciones que tienen relación
con el control y la persecución de
la delicuencia, respecto del cual el
70% de las personas consultadas
expresa desconfianza, de acuerdo
a otro estudio de la filial peruana
de esa consultora. 

Las estadísticas sobre criminali-
dad respaldan la percepción ne-
gativa de la ciudadanía. Según las
cifras del Sistema Informático Na-
cional de Defunciones (Sinadef)
en 2024 se registraron 2.011homi-
cidios, equivalente a un 34% de
aumento respecto de 2023. 

Ricardo Valdés, exviceministro
de Seguridad Pública y director
ejecutivo de la organización Capi-
tal Humano y Social, dijo a El Co-
mercio que la cifra del año pasado
Perú confirma la tendencia que se
venía reportando desde 2017,
cuando se registraron 671 homici-
dios, para dos años después supe-
rar la cifra de mil y llegar a 2023
con alrededor de 1.500. Esto llevó
la tasa de asesinatos a 6 por cada
100 mil habitantes en 2024, según
los datos recopilados por el centro
especializado InSightCrime. 

Del total de asesinatos del año
pasado, un 53% fue a manos del
sicariato, según la policía perua-
na. Nicolás Zevallos, criminólogo
y exasesor del Ministerio del Inte-
rior peruano, dice que, si bien
buena parte de estos últimos pa-

rece estar vinculado a ajustes de
cuentas, lo preocupante es que
“este escalamiento alcanza tam-
bién a quienes no están involucra-
dos en estas actividades. Y la ten-
dencia es a que esto se agudice”.

Pagos de extorsiones por
un cupo para trabajar en
una zona

El último día de febrero, un co-
lectivero fue asesinado a balazos
por dos sospechosos en el distrito
de Lima, un hecho que estaría vin-
culado a una extorsión, otro de los
delitos que han proliferando en
Perú y que solo en Lima Metropo-
litana se registraron 786 denun-
cias en enero pasado. El balance fi-
nal de 2024, según la policía, fue-
ron 19.432 casos a nivel nacional. 

Sus principales modalidades,

detalla Zevallos, involucran “el
pago de un cupo por transpor-
tistas para trabajar en una ruta,
el cobro a locatarios por su ‘se-
guridad’, así como el denomina-
do ‘gota a gota’”, una forma de
préstamo con intereses comple-
jos de pagar y cuyo cobro es me-
diante amenazas. “Quienes se
oponen a pagar tienen como
consecuencia que sus locales o
vehículos sean atacados”, ase-
gura el criminólogo.

Y aunque la policía dijo que ha-
bía “desarticulado” las bandas
vinculadas a la organización cri-
minal Tren de Aragua, los exper-
tos aseguran que hay evidencia de
que estos grupos siguen operan-
do. 

Frank Casas, experto de la red
Global Initiative Against Trans-
national Organized Crime, expli-

ca que las actividades del Tren de
Aragua se centran en “el mercado
ilegal de trata de personas con fi-
nes de explotación sexual” y que
aún existe el riesgo de un repunte
de la organización debido a que
“las condiciones que facilitan la
continuidad del mercado de trata
ilegal siguen activas”.

Zevallos acota que el grupo,
cuya llegada al país se reportó en
agosto de 2018, también se dedi-
ca a “las extorsiones, el tráfico de
migrantes, así como la minería
ilegal”.

Una “constelación
criminal”

A la situación se añade un au-
mento de la extracción ilícita de
minerales en zonas periféricas,
con ganancias anuales por más de

8.000 millones de dólares según
estimaciones policiales. Solo en la
región de Puno, las pesquisas po-
liciales vinculadas a esta actividad
llegaron a las 7.200 en noviembre,
un aumento del 50% respecto a
mayo pasado, según el fiscal re-
gional Federico Chávarry. 

Glaeldys González, analista
del International Crisis Group,
revela que el “crecimiento expo-
nencial” de este tipo de minería
se debe a la “mayor influencia de
intereses ilegales en la política,
el limitado alcance del Estado en
algunas partes del país, así como
el surgimiento de nuevas rutas
de tráfico”.

Zevallos añade que esta activi-
dad “opera de manera estrecha”
con el narcotráfico, lo que “genera
una constelación criminal severa
en torno a estas actividades, pues

atraen cada vez a más actores de-
lictivos y muy violentos”.

“El panorama para este
año es desolador”

Según la última encuesta Ipsos
Perú en febrero, un 56% de los pe-
ruanos responsabiliza por esta cri-
sis a la Presidenta Dina Boluarte,
un 42% al Congreso y un 37% a la
policía. Desde diciembre de 2022,
cuando Boluarte asumió la presi-
dencia, se han registrado más de
3.900 homicidios a nivel nacio-
nal, de acuerdo con cifras oficia-
les. Esto, pese a que entre sep-
tiembre y enero pasado, el gobier-
no decretó estado de emergencia
debido a la violencia en distintas
zonas del país, incluyendo 14 dis-
tritos de Lima y Callao, lo que per-
mitió establecer toque de queda y
control militar de la seguridad. 

Para Zevallos, la profundiza-
ción de la crisis “es consecuencia
de una serie de medidas que han
debilitado la persecución de estas
organizaciones criminales en el
país”, a lo que cita como ejemplo
una legislación aprobada a media-
dos de diciembre por el Congreso,
que eliminaba la detención preli-
minar sin flagrancia, lo que per-
mite que el crimen organizado
“opere con mayor facilidad e im-
punidad que antes”. 

El experto acota que para re-
vertir la crisis es clave “la posibi-
lidad de intercambio de infor-
mación y labores de inteligencia
e investigación policial, fiscal y
judicial conjunta con los países
de la región”, ya que no se trata
de un problema que ocurre solo
en Perú.

González apunta a que “la si-
tuación no muestra señales de
mejora debido a la aparente colu-
sión entre las autoridades y el cri-
men organizado”, a lo que con-
cluye que “el panorama de vio-
lencia en Perú para este año es
desolador”.

Tendencia al alza comenzó en 2017:

Aumento de asesinatos y extorsiones 
agudiza la crisis de seguridad en Perú
DANIEL MORENO CANCINO

Una mayor presencia del crimen organizado transnacional se suma a medidas ineficientes para controlar la delincuencia, dicen expertos. 
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